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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve
Acta número 0034 del 14 de mayo de 2009
Siendo las dos y treinta minutos de la tarde de hoy, fecha y hora previamente programadas, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que se atenderá la apelación presentada por la apoderada del demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, el 23 de enero del año que avanza, dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia surtido entre Fabio Antonio Trujillo como demandante, y el Instituto de Seguros Sociales, como demandado.

El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los restantes miembros de la Sala y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor que nació el 9 de diciembre de 1943 por lo que cumplió 60 años de edad en esa misma fecha del año 2003; prestó sus servicios para el sector privado cotizando para el Instituto de Seguros Sociales, por lo que, al cumplir 60 años de edad, solicitó a dicha entidad el reconocimiento de su pensión de vejez, la cual le fue negada por medio de la Resolución 001345, aduciendo que no cumplía con ,os requisitos de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003; siguió realizando cotizaciones al Instituto accionado, al cual solicitó nuevamente su pensión, siendo negada nuevamente por medio de la Resolución 003837 de 2007; por medio de apoderado solicitó la revisión del expediente y el reconocimiento de la prestación por vejez, recibiendo respuesta a través de escrito referenciado 08854 mediante el cual no se dio respuesta de fondo. 
Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se declare y condene al Instituto de Seguros Sociales Seccional Risaralda es responsable del pago de la pensión de vejez a partir del 9 de diciembre de 2003, fecha en la cual cumplió 60 años de edad y cotizó 500 semanas entre los últimos 20 años anteriores a la edad mínima, con sus respectivos intereses moratorios y costas procesales. 
Encontró el Juzgado del conocimiento que la demanda satisfacía las exigencias formales, razón por la que la admitió mediante auto del 9 de julio del año 2007, fl. 35, ordenando correrla en traslado al representante legal del Instituto de Seguros Sociales.

En tiempo hábil, la accionada por intermedio de abogado, dio contestación al libelo, fls. 40-45. Aceptó algunos hechos y negó los demás; se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones Inexistencia de la obligación demandada, Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios, Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al Sistema de Seguridad Social, Prescripción y Falta de causa. 

En escrito aparte, el demandado llamó en garantía a los señores José Leonidas Moreno y Javier Botero Guapacha, fl. 37, con sustento en que ambos fueron empleadores del actor entre 1996 y 1997 y que con la demanda se aportaron planillas de pago, canceladas el 16 de mayo de 2007, correspondientes al pago de aportes extemporáneos, sin intereses de mora y sin la debida autorización de su parte.

Mediante auto del 9 de agosto de 2007, fl. 40, fue admitida la contestación, así como los llamamientos en garantía realizados.

Los llamados en garantía fueron emplazados y se les nombró curadores ad – litem, los cuales contestaron, fl. 49 y 63. 

Fracasó el intento conciliatorio ante la manifestación de la representante legal de la demandada de no asistirle tal ánimo. Luego de superadas otras etapas, se dio paso a la primera audiencia de trámite, oportunidad en la que se abrió a prueba el debate con la orden de practicar y tener como tales las oportunamente pedidas por las partes.

Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento el 23 de enero del año que avanza, dentro de la cual se profirió sentencia absolviendo al Instituto de Seguros Sociales de las pretensiones de la demanda, al encontrar la a quo que el actor solo acredita 767,2857 semanas válidas de cotización en toda su vida laboral y 461 dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima. Consideró que los aportes realizados para algunos ciclos de 1996 y 1997 en el año 2007, no pueden ser tenidos en cuenta retroactivamente. Cargó las costas al demandante, fls. 72-80. 

Con la decisión anterior no se conformó la parte actora, quien interpuso en su contra el recurso de apelación, fl. 82, argumentando que el Despacho obvió que las cotizaciones que no contabilizó fueron realizadas por los propios empleadores del demandante, quienes ante la mora patronal decidieron ponerse al día.

Concedido el recurso, se envió el expediente a esta Superioridad, donde a las partes se les corrió el traslado de rigor, como no existe  causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver con sustento en estas 

CONSIDERACIONES

Se circunscribirá el estudio a realizar en esta instancia, a determinar la suficiencia o no de los aportes acreditados por el actor para acceder a la pensión de vejez conforme a los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.
Inicialmente es pertinente señalar que esta Corporación en pronunciamientos anteriores ha tomado posición en torno a la mora patronal en el pago aportes y sus consecuencias en los derechos del trabajador, indicando que, conforme con la Constitución y los desarrollos legales y reglamentarios, se atribuyen a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir del empleador la cancelación de los aportes pensionales, no siendo posible a la entidad pensional alegar a su favor su propia negligencia en la no implementación de la atribución de cobro, causando grave perjuicio a quien no tiene por qué sufrirlo, el trabajador, por ser ajeno al comportamiento del empleador y el descuido del organismo de seguridad social. 

La Corte Constitucional en la sentencia SU - 430 de 1998 señaló, en esa misma línea, que una entidad administradora de pensiones no puede negar a un trabajador la pensión a que tiene derecho argumentando el incumplimiento del empleador en el pago de algunos meses de aportes, pues al trabajador se le descuentan estas sumas directamente de su salario mensual, siendo por ello el empleador quien tiene la obligación de cotizar los porcentajes equivalentes al factor prestacional a las entidades promotoras de salud y administradoras de pensiones, por lo cual la entidad administradora de pensiones no puede obstaculizar el otorgamiento de una pensión a un trabajador al que se le han descontado en forma periódica los aportes correspondientes y ha habido incumplimiento del empleador para consignar aportes, por cuanto no es justo que aquél deba soportar tan grave perjuicio por una falta del empleador que, además, hubiese podido ser subsanada por la misma entidad pensional. 

En otras palabras, en casos donde ha habido mora en el pago de aportes a seguridad social, el derecho debe ser reconocido y el conflicto que suscita la negligencia del empleador y de la entidad de seguridad social debe ser subsanado entre ellos administrativa o judicialmente, sin comprometer para nada el derecho del empleado, mediante el uso de los instrumentos legales determinados en la Ley y el Reglamento.

Ante la mora del empleador, es la entidad administradora de pensiones la encargada de realizar el cobro debido de aportes, sin que las normas de seguridad social integral de la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios, hayan establecido como sanción para el empleador la obligación de pagar la prestación pensional al trabajador; sólo se establece el pago de intereses de mora a la tasa establecida para el pago de impuesto de renta y complementarios, pero todo el trámite de cobro y vicisitudes que se presenten en su desarrollo no puede en manera alguna afectar el derecho irrenunciable, indiscutible y sagrado del trabajador a optar por la pensión de vejez al cumplir los requisitos de ley.

En armonía con lo anterior, la propia Corte Constitucional en la sentencia C-177 de 1998(
), manifestó:

“En cuanto dice relación con el incumplimiento del pago de los aportes por los empleadores al ISS, la Corte de manera reiterada, ha sostenido que no le es endilgable al empleado y menos aún, puede derivarse contra éste una consecuencia negativa, por la mora del patrono o empleador en hacer oportunamente el pago de la porción de los aportes que le corresponden, junto con la parte que para el mismo efecto ha retenido de su salario al empleado.

Dicho de otra forma, retenidos por el empleador, de la asignación salarial los valores que le corresponde aportar al empleado, surge para aquél la obligación de consignarlos en la oportunidad señalada por la ley y el reglamento, junto con los que son de su cargo. Por lo tanto, siendo el empleador quien efectúa los descuentos o retenciones, si elude el pago a la entidad de seguridad social, tal omisión no le es imputable al empleado, ni pueden derivarse contra éste consecuencias negativas que pongan en peligro su derecho a la salud o a la vida, o a una prestación económica de tanta importancia como la que representa la pensión de invalidez”.
Para esta Sala es claro el sentido de la jurisprudencia de la Corte Constitucional a este respecto; no es aceptable hacer recaer sobre el trabajador las consecuencias negativas que se puedan derivar de la mora del empleador en el pago de los aportes en pensiones, toda vez que, no obstante la falta de transferencia de dichas sumas a las entidades administradoras de pensiones, al trabajador se le hacen los descuentos, o al menos era obligación del empleador hacer las deducciones respectivas (art. 22 L.100/93).

Y es lo que ha acaecido en el caso de marras, donde el Instituto de Seguros Sociales desconoció el valor de los pagos efectuados por los exempleadores del actor, los cuales habían dejado de efectuar los pagos de algunos ciclos, fl. 25 a 34, correspondientes a los meses de junio a septiembre de 1997, a nombre de Javier Botero Guapacha; junio a octubre de 1996, a nombre de José Leonidas Moreno, y, de mayo de 1996, a nombre de Pablo Posada y Cia Ltda., los cuales, conforme a lo expresado anteriormente, tiene validez a efectos del estudio de la solicitud prestacional.

Establecido lo anterior, corresponde verificar si el actor cumple con las disposiciones contenidas en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Indica el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad:

“Artículo 12. Requisitos de la pensión por vejez. Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.” (Subrayado nuestro)

Conforme a los documentos de folios 7 , 8 y 20, y a la aceptación expresa por parte del Instituto de Seguros Sociales, fl. 40, tenemos que el actor nació el 9 de diciembre de 1943, por lo tanto cumplió los 60 años de edad en idéntica calenda del año 2003, acreditando así el primero de los requisitos exigidos.. 
Así la cosas, se verificará la densidad de cotizaciones realizadas por el actor, tanto en toda su vida laboral, como en los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de los 60 años de edad. 

	Periodo
	Días
	Semanas
	Folio

	1970-09-28 a 1994-10-31
	2.497
	356,7143
	14

	1995-01 a 1995-06
	131
	18,7143
	17

	1998-09 a 1998-11
	90
	12,8571
	17

	1997-01 a 1997-02
	52
	7,4286
	17

	2006-08 a 2006-10
	83
	11,8571
	17

	2005-08
	1
	0,1429
	17

	1997-03 a 1997-05
	46
	6,5714
	18

	1996-12
	30
	4,2857
	18

	2003-10
	5
	0,7143
	18

	1995-11 a 1996-05
	165
	23,5714
	18

	1997-10 a 1998-03
	153
	21,8571
	18

	1998-04 a 1998-05
	45
	6,4286
	19

	1995-09
	18
	2,5714
	19

	1995-08
	20
	2,8571
	19

	1998-12 a 2004-01
	1.830
	261,4286
	20 a 24

	1997-06 a 1997-09
	120
	17,1429
	25 a 28

	1996-06 a 1996-10
	150
	21,4286
	29 a 33

	1996-05
	30
	4,2857
	34

	
	
	
	

	TOTAL
	5.466
	780,8571
	


En toda su vida laboral únicamente acredita el accionante 780,8571 semanas validas de cotización, cantidad insuficiente para acceder a la prestación reclamada.

Ahora, en cuanto a las cotizaciones pagadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, es decir, entre el 9 de diciembre de 1983 y la misma fecha de 2003, tenemos:

	Periodo
	Días
	Semanas
	Folio

	1983-12-09 a 1994-10-31
	783
	111,8571
	14

	1995-01 a 1995-06
	131
	18,7143
	17

	1998-09 a 1998-11
	90
	12,8571
	17

	1997-01 a 1997-02
	52
	7,4286
	17

	1997-03 a 1997-05
	46
	6,5714
	18

	1996-12
	30
	4,2857
	18

	2003-10
	5
	0,7143
	18

	1995-11 a 1996-05
	165
	23,5714
	18

	1997-10 a 1998-03
	153
	21,8571
	18

	1998-04 a 1998-05
	45
	6,4286
	19

	1995-09
	18
	2,5714
	19

	1995-08
	20
	2,8571
	19

	1998-12 a 2003-12-04
	1.765
	252,1429
	20 a 24

	1997-06 a 1997-09
	120
	17,1429
	25 a 28

	1996-06 a 1996-10
	150
	21,4286
	29 a 33

	1996-05
	30
	4,2857
	34

	
	
	
	

	TOTAL
	3.603
	514,7143
	


Visto lo precedente, cumple el actor con las 500 semanas de cotización pagadas dentro de los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima, por lo tanto, ante el cumplimiento de las exigencias contenidas en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, es menester revocar la decisión de primera instancia, para en su lugar condenar al Instituto de Seguros Sociales al pago de la pensión de vejez solicitada a partir del 9 de diciembre de 2003, eso si, teniendo en cuenta que la Entidad demandada propuso oportunamente la excepción de prescripción, la cual afecta las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 17 de mayo de 2004, toda vez que la respectiva reclamación fue presentada ante el Instituto de Seguros Sociales el 17 de mayo de 2007, fl. 10, interrumpiendo el término prescriptivo. . 

Costas en esta instancia no se causaron.

Por lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia que por vía de apelación ha conocido.
SEGUNDO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales a pagar al señor Fabio Antonio Trujillo la pensión de vejez, a partir del 9 de diciembre de 2003, conforme a lo expuesto en la parte considerativa del presente proveído.

TERCERO: DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción propuesta por el Instituto de Seguros Sociales, respecto de las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 17 de mayo de 2004.

CUARTO: CONDENAR  al Instituto de Seguros Sociales a pagar al señor Fabio Antonio Trujillo, intereses moratorios, al tenor del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, sobre el valor de la condena, a partir del 17 de mayo de 2004 y hasta que se haga efectivo el pago.
QUINTO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales al pago de las costas procesales a favor del señor Fabio Antonio Trujillo, en un cien por ciento (100%)
Sin costas en esta Sede. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�). M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
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